PAGE  
8

INFORME No. 179/10

PETICIÓN 979-98
ADMISIBILIDAD

WILFREDO MAS TRIGOSO 
PERÚ

9 de diciembre de 2010

I.
RESUMEN

1. El 11 de noviembre de 1998 la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante también “la Comisión” o “la CIDH”) recibió una petición a favor de Wilfredo Mas Trigoso (en adelante también “la presunta víctima”), presentada en nombre propio y por la Asociación Pro Derechos Humanos – APRODEH (en adelante también “los peticionarios”)
 en la cual se alega la violación por parte de la República del Perú (en adelante también "Perú", "el Estado" o "el Estado peruano") de derechos consagrados en la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante también “la Convención Americana” o “la Convención”). En la petición se alega que la presunta víctima fue detenida y procesada en aplicación de decretos leyes relacionados con los delitos de terrorismo y traición a la patria promulgados a partir de mayo de 1992. Se afirma que esos decretos, así como los procesos penales de ellos derivados, son contrarios a disposiciones de la Convención. Se alega que tras varios meses de privación de libertad el señor Mas Trigoso obtuvo sentencia absolutoria sin que las autoridades judiciales dispusiesen una reparación integral por los daños materiales y morales que habría sufrido.
2. El Estado sostuvo que los hechos narrados inicialmente por los peticionarios han variado en vista de la adopción de un nuevo marco legislativo en materia de terrorismo a comienzos de 2003. Argumentó que no proceden los alegatos sobre presuntas violaciones al debido proceso y libertad personal, por cuanto la presunta víctima ha obtenido una sentencia absolutoria. El Estado solicitó que la CIDH declare el archivo de la petición, en virtud del artículo 48.1.b) de la Convención, y alegó que la presunta víctima no planteó su pretensión indemnizatoria ante los órganos de la jurisdicción interna.  
3. Tras examinar la posición de las partes a la luz de los requisitos de admisibilidad previstos en los artículos 46 y 47 de la Convención, la Comisión concluyó que es competente para conocer la petición y que la misma es admisible por la presunta violación de los derechos consagrados en los artículos 5, 7, 9, 10, 8 y 25 de la Convención Americana, en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento. En adición, la CIDH decidió notificar el presente Informe de Admisibilidad a las partes, hacerlo público e incluirlo en su Informe Anual.

II.
TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN

4. El 11 de noviembre de 1998 se recibió la petición, la cual fue registrada con el número 979-98. Los peticionarios enviaron comunicaciones adicionales el 30 de marzo de 2005 y 22 de marzo de 2006. El 15 de septiembre de 2008 se trasladó las partes pertinentes de esa documentación al Estado, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta de acuerdo con el Reglamento de la CIDH.

5. El Estado presentó su respuesta el 13 de enero de 2009 y remitió información adicional el 26 de agosto, 28 de septiembre y 2 de noviembre de 2009 y 17 de mayo de 2010. A su vez, los peticionarios enviaron escritos adicionales el 3 de agosto de 2009 y 30 de marzo de 2010. 

III.
POSICIÓN DE LAS PARTES


Cuestión previa 
6. Durante el trámite de la presente denuncia, los peticionarios y el Estado narraron las actuaciones en los procesos contra el señor Wilfredo Mas Trigoso, conducidas a la luz de un marco legislativo en materia de terrorismo adoptado a partir de 1992 y con vigencia hasta enero de 2003. Antes de describir las posiciones de las partes, la CIDH estima necesario referirse al mencionado marco normativo en el que se inscriben los hechos por ellas planteados. 

Marco legislativo en el cual fue instruido el proceso penal contra la presunta víctima

7. En mayo de 1992 fue promulgado el Decreto Ley No. 25475, el cual tipifica el delito de terrorismo en diferentes modalidades. En agosto del mismo año fue promulgado el Decreto Ley No. 25659, el cual tipifica traición a la patria y establece la competencia de la justicia militar para conocer las acusaciones por este delito. Esos decretos, así como los de número 25708, 25744, 25880 y otras normas complementarias introdujeron al ordenamiento jurídico peruano procedimientos diferenciados y excepcionales de investigación, instrucción y juzgamiento de personas acusadas de terrorismo o traición a la patria.

8. Los decretos que conformaban la denominada “legislación antiterrorista” tenían un difundido propósito de contener la escalada de asesinatos selectivos contra operadores de justicia, ocupantes de cargos electivos y agentes de seguridad, desapariciones, atentados con explosivos, secuestros y otras formas indiscriminadas de violencia contra la población civil en diferentes regiones del Perú, atribuida a grupos insurgentes al margen de la ley. 
9. Entre otros aspectos, esos decretos establecían la incomunicación absoluta de los investigados por un lapso de tiempo determinado;
 la realización de audiencias privadas; el aislamiento celular durante el primer año de cumplimiento de condena;
 y plazos sumarios para la presentación de denuncia y dictamen de sentencia respecto del delito de traición a la patria
. Asimismo, esos decretos prohibían la asistencia de un abogado antes de la primera declaración del investigado ante un representante del Ministerio Público,
 y restringían su actuación en otras etapas del proceso penal; impedían la recusación de magistrados u otros auxiliares de justicia;
 consagraban la figura de jueces y fiscales con identidad secreta (”sin rostro“);
 e impedían el ofrecimiento como testigos de agentes que participaron de la elaboración del atestado policial de detención
.
10. Con relación a las normas de derecho material, los referidos decretos contemplaban la posibilidad de aplicar más de un tipo penal para conductas de similar o idéntica naturaleza, no diferenciaban el elemento subjetivo culposo y doloso,
 y establecían solamente penas mínimas de privación de libertad, sin fijar penas máximas
. 
11. El 12 de mayo de 1992 el Poder Ejecutivo promulgó el Decreto Ley No. 25499, también denominado Ley de Arrepentimiento, el cual reguló la reducción, exención, remisión o atenuación de la pena a personas procesadas o condenadas por el delito de terrorismo que proporcionasen información dirigida a capturar jefes, cabecillas, dirigentes o principales integrantes de organizaciones terroristas
. Mediante el Decreto Supremo Nº 015-93-JUS del 8 de mayo de 1993 el Poder Ejecutivo aprobó el Reglamento de la Ley de Arrepentimiento, el cual establece, entre otras medidas, el secreto o cambio de identidad del declarante arrepentido
. El 31 de octubre de 1994 la Ley de Arrepentimiento perdió su vigencia
.
A. Posición de los peticionarios
12. A modo de contexto, alegaron que el docente Wilfredo Mas Trigoso fue regidor en la municipalidad de San Juan de Miraflores, entre 1986 y 1989, por el partido Izquierda Unida. Indicaron que fue asimismo dirigente magisterial en el Sindicato Único de Trabajadores de la Educación Peruana (SUTEP), el cual se mantuvo contrario a la ruptura del orden democrático-constitucional llevada a cabo por el entonces Presidente de la República Alberto Fujimori el 5 de abril de 1992.    
13. Los peticionarios afirmaron que el 22 de noviembre de 1992 el señor Wilfredo Mas Trigoso fue detenido por agentes de la Dirección Nacional Contra el Terrorismo (DINCOTE) mientras participaba de las elecciones para el Congreso Constituyente. Indicaron que fue acusado, juntamente con otras personas, de haber conformado el grupo insurgente Frente Patriótico de Liberación y participado en atentados contra establecimientos públicos y privados en la provincia de Lima. Según lo alegado, el señor Mas Trigoso fue procesado por el delito de terrorismo, permaneciendo en el Penal de Máxima Seguridad Miguel Castro Castro, en una celda hacinada, con acceso al aire libre por media hora diaria y con prohibiciones de mantener contacto físico con los familiares que lo visitaron. 
14. Los peticionarios adujeron que el 12 de octubre de 1993 la Sala Penal Especial de la Corte Superior de Justicia de Lima declaró que no existían pruebas para atribuir responsabilidad penal al señor Mas Trigoso, por lo cual lo absolvió y ordenó su liberación inmediata. Se indica que al salir del Penal Miguel Castro Castro la presunta víctima fue arrestada por integrantes de la DINCOTE, en la presencia de sus familiares, amigos y alumnos. Se aduce que pese a existir una resolución judicial de 12 de octubre de 1993 ordenando su excarcelación, permaneció privado de la libertad hasta el 15 de diciembre del mismo año. 
15. Según la información presentada, el 7 de junio de 1995 la Corte Suprema de Justicia declaró nula la sentencia absolutoria dictada el 12 de octubre de 1993 por la Corte Superior de Lima, y ordenó la realización de un nuevo juicio oral. Se indica que el 18 de abril de 1996 la Sala Penal Especial de la Corte Superior de Justicia de Lima volvió a absolver al señor Mas Trigoso, siendo dicha sentencia confirmada el 1º de agosto de 1997 por la Corte Suprema de Justicia. Se alega que pese a existir sentencia firme absolviendo a la presunta víctima de las imputaciones de pertenecer al Frente Patriótico de Liberación, una investigación penal basada en los mismos hechos y acusaciones fue declarada en reserva hasta que el señor Mas Trigoso fuese habido. Se alega que en el marco de dicha investigación, la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia aplicó de oficio, el 22 de mayo de 1998, la excepción de cosa juzgada a favor de Wilfredo Mas Trigoso y ordenó la anulación de los antecedentes penales y judiciales relacionados con las referidas acusaciones. 
16. Los peticionarios afirmaron que por encontrarse en una situación de indefensión frente a la constante persecución por parte de la DINCOTE y la posibilidad de que fuera detenido arbitrariamente, el señor Wilfredo Mas Trigoso se desplazó a Bolivia en junio de 1995, donde permaneció con status de refugiado hasta mayo de 1998.
17. Los peticionarios señalaron que a pesar de existir dos ejecutorias de la Corte Suprema de Justicia eximiendo al señor Mas Trigoso de responsabilidad penal, integrantes de la DINCOTE volvieron a detenerlo el 30 de marzo de 1999, sometiéndolo a inspección domiciliaria y privación de libertad en instalaciones de la Policía de Requisitorias y posteriormente en una carceleta ubicada en el Palacio de Justicia de Lima. Según los peticionarios, agentes de la Policía Nacional intentaron extorsionar al señor Wilfredo Mas Trigoso y sus familiares, cobrándoles entre mil y mil quinientos dólares estadounidenses para dejarlo en libertad. 
18. Los peticionarios hicieron hincapié en que la Ley 24973 del 28 de diciembre de 1988 establece el derecho de una persona privada de la libertad como consecuencia de un proceso judicial a recibir una indemnización, cuando obtenga una sentencia absolutoria definitiva. Agregaron que los artículos 3 y 18 de la referida ley disponen que la autoridad judicial que dicta la sentencia absolutoria “deberá consignar en ella el mandato de pago de la indemnización correspondiente (…)”. Según lo alegado, al dictar la sentencia absolutoria el 1º de agosto de 1997, la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia no cumplió con la obligación de fijar una indemnización al señor Mas Trigoso, en los términos de la Ley 24973.

19. Los peticionarios refirieron que en seguimiento a las recomendaciones de la Comisión de la Verdad y Reconciliación, el Estado peruano dictó la Ley Nº 28592, la cual establece un Plan Integral de Reparaciones. Indicaron que dicha ley y los Decretos Supremos 015-2006-JUS y 003-2008-JUS establecen programas de educación, salud, facilitación al acceso habitacional y reparaciones colectivas a las personas que hayan sufrido violaciones de derechos humanos entre mayo de 1980 y noviembre de 2000. Los peticionarios destacaron que si bien el señor Mas Trigoso viene tramitando su inclusión en tales programas, sólo podrá acceder a reparaciones no dinerarias, y no así a indemnizaciones por los daños materiales y morales de los que habría sido objeto por los siete años de sucesivos procesos penales y privaciones de libertad.  
B.
Posición del Estado

20. Indicó que el 18 de septiembre de 1992 el 14º Juzgado Penal de Lima dispuso abrir instrucción con mandato de detención contra el señor Wilfredo Mas Trigoso, por el delito de terrorismo. Afirmó que el 12 de octubre de 1993 la Sala Penal Especial de la Corte Superior de Justicia de Lima emitió sentencia absolutoria a favor de la presunta víctima y dispuso su inmediata libertad en caso de que no existiera orden de detención de otra autoridad judicial. Agregó que el 7 de junio de 1995 la Corte Suprema de Justicia declaró nula la sentencia absolutoria y dispuso que se realizara un nuevo juicio oral.
21. El Estado afirmó que el 18 de abril de 1996 la Sala Penal Especial de la Corte Superior de Justicia de Lima emitió sentencia absolutoria y dispuso a las autoridades policiales el levantamiento de las órdenes de captura contra el señor Wilfredo Mas Trigoso. Señaló que en ejecutoria de 1º de agosto de 1997 la Corte Suprema de Justicia ratificó la referida sentencia absolutoria. Manifestó que el 22 de mayo de 1998 la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia declaró de oficio, en un segundo proceso seguido a la presunta víctima, la excepción de cosa juzgada. El Estado indicó que el 10 de noviembre de 1998 la Sala Penal Especializada de la Corte Superior de Justicia de Lima solicitó al Instituto Nacional Penitenciario y a las Divisiones de Requisitorias y de Identificación de la Policía Nacional del Perú, la anulación de los antecedentes policiales de la presunta víctima. 
22. El Estado refirió que entre enero y febrero de 2003 se realizaron reformas legislativas en materia de investigación, procesamiento y ejecución penal por el delito de terrorismo, las cuales implicaron la nulidad de juicios realizados en la década de los noventa conocidos por jueces militares o civiles con identidad secreta
. Sostuvo que este nuevo marco legislativo se adecua a los estándares del sistema interamericano de promoción y defensa de los derechos humanos y a la Constitución Política del Perú. De acuerdo con la información proporcionada por el Estado, el nuevo marco legislativo en materia de terrorismo adoptado a partir de enero de 2003 no habría tenido implicación alguna en la situación jurídica del señor Wilfredo Mas Trigoso. 
23. El Estado manifestó que antes de ser notificado de la tramitación de la presente petición por la CIDH, las autoridades judiciales internas ya se habían pronunciado de manera definitiva sobre la situación jurídica del señor Wilfredo Mas Trigoso. En ese sentido, argumentó que se ha producido sustracción de la materia de la petición y solicitó que la CIDH la declare inadmisible en virtud del artículo 48.1.b) de la Convención.
IV.
ANÁLISIS DE COMPETENCIA Y ADMISIBILIDAD
A.
Competencia ratione personae, ratione loci, ratione temporis y ratione materiae de la Comisión

24. Los peticionarios se encuentran facultados por el artículo 44 de la Convención para presentar denuncias. La presunta víctima es una persona natural que se encontraba bajo la jurisdicción del Estado peruano a la fecha de los hechos denunciados. Por su parte, Perú ratificó la Convención Americana el 28 de julio de 1978. En consecuencia, la Comisión tiene competencia ratione personae para examinar la petición. 

25. La Comisión tiene competencia ratione loci para conocer la petición, por cuanto en ella se alega violaciones de derechos protegidos por la Convención Americana que habrían tenido lugar dentro del territorio de un Estado parte de dicho tratado.

26. Asimismo, la Comisión tiene competencia ratione temporis pues la obligación de respetar y garantizar los derechos protegidos por la Convención Americana ya se encontraba en vigor para el Estado en la fecha en que habrían ocurrido los hechos alegados en la petición. 

27. Finalmente, la Comisión tiene competencia ratione materiae, porque conforme se explicará más adelante, en la petición se alegan hechos que podrían caracterizar la violación a derechos protegidos por la Convención Americana. 

B.
Agotamiento de los recursos internos

28. El artículo 46.1.a) de la Convención Americana dispone que, para que sea admisible una denuncia presentada ante la Comisión Interamericana de conformidad con el artículo 44 de la Convención, es necesario que se hayan intentado y agotado los recursos internos conforme a los principios del derecho internacional generalmente reconocidos. Este requisito tiene como objeto permitir que las autoridades nacionales conozcan sobre la supuesta violación de un derecho protegido y, de ser apropiado, tengan la oportunidad de solucionarla antes de que sea conocida por una instancia internacional. 

29. La presente petición plantea la violación a la Convención Americana derivada de la detención y juicios penales seguidos al señor Wilfredo Mas Trigoso. La información presentada indica que la presunta víctima fue sometida a dos procesos penales en los cuales se le acusó de haber conformado una organización insurgente de nombre Frente Patriótico de Liberación y participado en atentados contra establecimientos públicos y privados. Esa información indica que el 22 de mayo de 1998 la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia declaró de oficio la excepción de cosa juzgada a favor de la presunta víctima, y que el 10 de noviembre de 1998 la Sala Penal Especializada de la Corte Superior de Justicia de Lima ordenó la anulación de los antecedentes policiales y judiciales del señor Mas Trigoso. En vista de que así culminaron los procesos penales contra la presunta víctima, la CIDH concluye que la petición satisface el requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención.
30. Con relación a la alegación del Estado de que la presunta víctima no invocó el procedimiento de indemnización previsto en la Ley 24973, los peticionarios afirmaron que los artículos 3.b) y 18 de la referida ley incumben a la autoridad judicial que dicta la sentencia absolutoria fijar una indemnización, lo cual no habría ocurrido en la resolución absolutoria a favor de la presunta víctima. Por otra parte, sin prejuzgar sobre la efectividad de la Ley 24973, el Estado peruano no explicó de qué forma el procedimiento allí previsto sería idóneo para subsanar todas las alegadas vulneraciones a derechos protegidos en la Convención Americana supuestamente ocurridas en perjuicio de Wilfredo Mas Trigoso. En este sentido, y a los efectos del requisito previsto en el artículo 46.1.a) de la Convención, la CIDH concluye que no era exigible a la presunta víctima interponer recursos adicionales para que el Estado peruano subsanara las presuntas violaciones a derechos planteadas ante esta instancia internacional. 
C.
Plazo de presentación de la petición

31. El artículo 46.1.b) de la Convención establece que para que la petición pueda ser declarada admisible, es necesario que se haya presentado dentro del plazo de seis meses contados a partir de la fecha en que el interesado fue notificado de la decisión final que agotó la jurisdicción interna.
32. De acuerdo a lo establecido en el párrafo 29 supra, las últimas actuaciones procesales en los juicios seguidos al señor Wilfredo Mas Trigoso fueron realizadas el 22 de mayo y el 10 de noviembre de 1998, mediante resoluciones de la Corte Suprema de Justicia y Corte Superior de Justicia de Lima, respectivamente. Dado que la presente petición fue interpuesta el 11 de noviembre de 1998, la CIDH considera que se encuentra satisfecho el requisito previsto en el artículo 46.1.b) de la Convención Americana.
D.
Duplicación de procedimientos y cosa juzgada internacional

33. El artículo 46.1.c) de la Convención dispone que la admisión de las peticiones está sujeta al requisito respecto a que la materia "no esté pendiente de otro procedimiento de arreglo internacional" y en el artículo 47.d) de la Convención se estipula que la Comisión no admitirá la petición que sea sustancialmente la reproducción de petición o comunicación anterior ya examinada por la Comisión o por otro organismo internacional. Las partes no han esgrimido la existencia de ninguna de esas dos circunstancias, ni ellas se deducen del expediente.
E.
Caracterización de los hechos alegados

34. A los fines de admisibilidad, la Comisión debe decidir si en la petición se exponen hechos que podrían caracterizar una violación, como estipula el artículo 47.b) de la Convención Americana, si la petición es "manifiestamente infundada" o si es "evidente su total improcedencia", según el inciso c) del mismo artículo. El estándar de apreciación de estos extremos es diferente del requerido para decidir sobre los méritos de una denuncia. La Comisión debe realizar una evaluación prima facie para examinar si la denuncia fundamenta la aparente o potencial violación de un derecho garantizado por la Convención y no para establecer la existencia de una violación. Tal examen es un análisis sumario que no implica un prejuicio o un avance de opinión sobre el fondo.
35. En vista de los elementos de hecho y derecho presentados por las partes, la CIDH considera que las circunstancias en las que se habría dado la detención de la presunta víctima, las condiciones de detención de las que habría sido objeto en el Penal Miguel Castro Castro, así como la invocada incompatibilidad del marco normativo en el cual se inscriben los hechos con la Convención Americana, podría caracterizarse la violación a los derechos consagrados en los artículos 5, 7, 9, 10, 8 y 25 en relación con los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento, todo ello en perjuicio de Wilfredo Mas Trigoso. Adicionalmente, la CIDH considera que las alegadas restricciones al derecho de recibir visitas durante su detención podrían caracterizar la violación del derecho consagrado en el artículo 5.1 de la Convención, igualmente en perjuicio de los familiares del señor Wilfredo Mas Trigoso. En la etapa de fondo la Comisión analizará los alegatos del Estado peruano de que la absolución de la presunta víctima ha subsanado las presuntas vulneraciones a los dispositivos convencionales anteriormente mencionados.
36. Los peticionarios no han alegado la violación a disposiciones específicas de la Convención Americana. En este sentido, la posible caracterización de violaciones a los artículos del referido tratado, descritas en el párrafo anterior, han sido incorporados por la CIDH con base en la información aportada por las partes, y en virtud del principio iura novit curia.
37. Finalmente, por cuanto la falta de fundamento o la improcedencia de las alegaciones de los peticionarios no resulta evidente, la Comisión concluye que las denuncias consideradas en el presente informe satisfacen los requisitos establecidos en los artículos 47.b) y c) de la Convención Americana.     
V.
CONCLUSIONES

38. Con fundamento en las consideraciones de hecho y de derecho expuestas, y sin prejuzgar sobre el fondo de la cuestión, la Comisión Interamericana concluye que la petición satisface los requisitos de admisibilidad enunciados en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana y en consecuencia
LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:

1. Declarar admisible la petición con relación a los artículos 5, 7, 9, 10, 8 y 25 de la Convención Americana en conexión con las obligaciones establecidas en los artículos 1.1 y 2 del mismo instrumento.

2. Notificar esta decisión al Estado y a los peticionarios.

3. Publicar esta decisión e incluirla en el Informe Anual, a ser presentado a la Asamblea General de la OEA.

Aprobado a los 9 días del mes de diciembre de 2010. Felipe González, Presidente; Paulo Sérgio Pinheiro, Primer Vicepresidente; Dinah Shelton, Segunda Vicepresidenta; María Silvia Guillén, José de Jesús Orozco Henríquez, Rodrigo Escobar Gil, Miembros de la Comisión.
� La Asociación Pro Derechos Humanos (APRODEH) se constituyó como co-peticionaria el 3 de agosto de 2009. 


� Decreto Ley No. 25475, art. 12.d.


� Decreto Ley No. 25475, art. 20.


� La investigación, juzgamiento y ejecución penal respecto del delito de traición a la patria fueron regulados por los Decretos Ley No. 25708 y 25744.


� El derecho a ser asesorado por un abogado defensor de libre elección desde las primeras etapas del procedimiento penal fue posteriormente incorporado por el artículo 2 de la Ley 26447.   


� Decreto Ley No. 25475, art. 13.h.


� Mediante la promulgación de la Ley 26671, el 12 de octubre de 1996, desapareció la figura de los jueces y fiscales sin rostro.


� Decreto Ley No. 25744, art. 2.


� Decreto Ley No. 25475, art. 2. 


� Decreto Ley No. 25475, art. 3. 


� Decreto Ley No. 25499, arts. 1.II.a y 1.III.


� Decreto Supremo Nº 015-93-JUS, artículos 8.a y 36.


� El vencimiento de la vigencia de la Ley de Arrepentimiento fue determinado por la Ley 26345 del 30 de agosto de 1994. 


� De acuerdo con las copias de piezas del expediente judicial proporcionadas por el Estado, los magistrados de la Corte Superior de Justicia de Lima y de la Corte Suprema de Justicia de la República que conocieron los procesos seguidos al señor Mas Trigoso entre 1992 y 1997 tuvieron su identidad reservada. El artículo 2º del Decreto Legislativo 926 del 20 de febrero de 2003 establece lo siguiente:


La Sala Nacional de Terrorismo, progresivamente en un plazo no mayor de sesenta días hábiles desde la vigencia del presente Decreto Legislativo, anulará de oficio, salvo renuncia expresa del reo, la sentencia y el juicio oral y declarará, de ser el caso, la insubsistencia de la acusación fiscal en los procesos penales por delitos de terrorismo seguidos ante la jurisdicción penal ordinaria con jueces o fiscales con identidad secreta.





